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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

abril de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio Nº 11041 

 
Quito, D.M., 08 de abril de 2025 

 

 

Magíster 

Jorge Mauricio Maruri Vecilla 
DIRECTOR GENERAL 

CONSEJO DE LA JUDICATURA  

Presente. 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. CJ-DG-2025-0394-OF, de 25 de marzo de 2025, ingresado en el 

correo institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formularon 

las siguientes consultas:  

 
“¿El deber de organizar el proceso de selección de jueces constitucionales, conforme a 

la disposición transitoria Décimo Novena de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional y las reglas del artículo 36 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, incluye también la ejecución completa en el plazo 

previsto en la disposición transitoria antes mencionada? 

 

¿De conformidad con la disposición transitoria décimo novena, se encuentran 

facultados las juezas y los jueces, que actualmente conocen asuntos en materia 

constitucional, para continuar aplicando las reglas de competencia establecidas en la 

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional vigente hasta 

antes de la publicación de sus reformas del 9 de mayo de 2024, tanto para las acciones 

de garantía jurisdiccional en trámite como para las que se presenten en lo posterior, 

hasta la designación de las juezas y los jueces especializados en materia constitucional 

mediante el proceso de selección a través del concurso público de méritos y 

oposición?”. 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del análisis del oficio remitido y de la documentación adjunta, se desprende lo siguiente: 

 

El informe jurídico contenido en el memorando No. CJ-DNJ-2025-0363-M, de 25 de 

marzo de 2025, suscrito por el Director Nacional de Asesoría Jurídica del Consejo de la 

Judicatura (en adelante, “CJ”), fundamentó su análisis en los artículos 6, 15, 17, 36, 51, 

156, 157, 254 y 264 numerales 1, 4, 8 literales a) y b), y 10 del Código Orgánico de la 

Función Judicial1 (en adelante, “COFJ”); los artículos 167 y 168 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional2 (en adelante, “LOGJCC”); el 

 
1 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
2 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
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artículo 1 de la Resolución PLE-CNE-1-8-5-20243, de 08 de mayo de 2024, mediante la 

cual se dispuso “la publicación de los resultados definitivos del Proceso Electoral de 

Referéndum y Consulta Popular 2024, efectuado el día domingo 21 de abril de 2024”; el 

artículo 115 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas4 (en adelante, 

“COPLAFIP”); el artículo 1 y las Disposiciones General Primera, Transitorias Primera 

y Segunda de la Resolución 006-20255, mediante la cual el CJ resolvió “CREAR LAS 

DEPENDENCIAS JUDICIALES ESPECIALIZADAS DE LO CONSTITUCIONAL A 

NIVEL NACIONAL”; los numerales 1.3, 3.1 y 3.1.3 del Estatuto Orgánico de Gestión por 

Procesos del CJ. Con base en estos fundamentos, concluyó lo siguiente: 

 
“3. ANÁLISIS 

 

(…) De acuerdo con lo dispuesto en la disposición transitoria decimoctava, la reforma a 

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional entrará en vigor 

dentro del plazo de un año (sic) contados a partir de su publicación en el Registro Oficial. 

Este plazo establece el período dentro del cual el Consejo de la Judicatura, deberá 

organizar un proceso de selección mediante concurso público de méritos y oposición 

destinado a la selección de juezas y jueces constitucionales especializados. La selección 

se llevará a cabo conforme a las normativas estipuladas en el Código Orgánico de la 

Función Judicial, lo cual implica un proceso estructurado que podría requerir un tiempo 

considerable. 

 

(…) considerando la gran cantidad de actividades y el tiempo que implica para el 

Consejo de la Judicatura ‘organizar y ejecutar’ el proceso de selección, la continuidad 

de las reglas de competencia que las juezas y jueces actualmente vienen aplicando, 

permite llenar el vacío transitorio que podría surgir por la falta de juzgadores 

especializados en materia constitucional.  

 

Mientras no se designen a las y los ganadores del concurso público de méritos y 

oposición para jueces especializados en materia constitucional, las acciones de garantías 

jurisdiccionales previstas en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional tendrían que seguir sustanciándose bajo las reglas de competencia que 

se encuentran vigentes. Esto significa que dichas reglas se aplicarán también tanto para 

las acciones de garantías jurisdiccionales en trámite como para las que se presenten en 

lo posterior a la entrada en vigencia de la referida Ley, hasta que se realice la respectiva 

designación de las y los juzgadores constitucionales especializados. 

 

4. CONCLUSIÓN: 

 

Con base en lo expuesto, el Consejo de la Judicatura concluye que se encuentra en el 

proceso de organizar, coordinar y ejecutar el proceso de selección a través del respectivo 

concurso público de méritos y oposición, llevando a cabo todas las acciones necesarias 

a fin de garantizar el cumplimiento de la disposición transitoria decimonovena de la 

 
3 Resolución PLE-CNE-1-8-5-2024, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 554 de 09 de mayo de 2024.   
4 COPLAFIP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de octubre de 2010. 
5 Resolución 006-2025, publicada en el Registro Oficial No. 738 de 06 de febrero de 2025. 
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reforma a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Por 

lo que, esta cartera de Estado considera que, las garantías jurisdiccionales que 

actualmente se encuentran en trámite, deberían continuar siendo conocidas conforme a 

las normas procesales previas a la reforma; así como también, aquellas que se presenten 

en lo posterior a la entrada en vigencia de la referida Ley, hasta la designación de las 

juezas y jueces constitucionales especializados. 

 

Lo cual permitirá que los administradores de justicia que ya se encontraban conociendo 

las causas constitucionales, las concluyan bajo el mismo marco normativo, hasta que el 

Consejo de la Judicatura posesione a las juezas y a los jueces constitucionales 

especializados, quienes, a partir de su nombramiento, aplicarán las disposiciones 

normativas reformatorias a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales dentro del 

ámbito de sus competencias. De este modo, la transición se llevará a cabo de manera 

ordenada, asegurando la continuidad del servicio judicial, sin menoscabar la seguridad 

jurídica de los procesos en curso”. (El énfasis corresponde al texto original). 

 

2. Análisis.- 

 

Con el propósito de facilitar el estudio de las materias objeto de consulta, el análisis se 

desarrollará en los siguientes puntos: i) Las reformas a la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional dispuestos como resultado del Referéndum; ii) 

La competencia del CJ para llevar a cabo concursos de méritos y oposición para el ingreso 

a la carrera judicial; y, iii) La naturaleza de las disposiciones transitorias y las reglas de 

interpretación de las normas. 

 

2.1. Las reformas a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional, dispuestos como consecuencia del Referéndum.- 

 

Mediante Resolución PLE-CNE-1-8-5-2024, publicada en el Suplemento del Registro 

Oficial No. 554, de 9 de mayo de 2024, se dispuso “la publicación de los resultados 

definitivos del Proceso Electoral de Referéndum y Consulta Popular 2024, efectuado el 

día domingo 21 de abril de 2024”. En dicho acto, se formuló la siguiente pregunta:  

 
“¿Está usted de acuerdo con el establecimiento de judicaturas especializadas en materia 

constitucional, tanto en primera como en segunda instancia, para el conocimiento de las 

garantías jurisdiccionales que les corresponda, enmendando la Constitución y 

reformando la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, de 

acuerdo con el Anexo 2?”.  

 

La mencionada resolución establece que, respecto de la pregunta citada, “las y los 

ciudadanos se han pronunciado por la OPCIÓN SI, conforme al reporte que se adjunta 

al final” (énfasis añadido).  

 

En ese contexto, el Anexo 2 prevé, entre otros cambios, la sustitución de los artículos 167 

y 168 de la LOGJCC, así como la incorporación de las disposiciones transitorias décimo 

octava y décimo novena.  
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El nuevo texto del artículo 167 de la LOGJCC dispone: 

 
“Art. 167.- Juezas y jueces constitucionales especializados de primer nivel.- Compete a 

las juezas y jueces constitucionales especializados de primer nivel conocer y resolver, 

en primera instancia, la acción de protección, hábeas corpus, hábeas data, acceso a la 

información pública y petición de medidas cautelares y ejercer control concreto en los 

términos establecidos en esta ley” (énfasis añadido). 

 

Por su parte, el artículo 168, con la reforma introducida, establece:  
 

“Art. 168.- Salas Especializadas de lo Constitucional de las Cortes Provinciales de 

Justicia.- Compete a las Cortes Provinciales: 

1. Conocer y resolver los recursos de apelación que se interpongan en contra de los 

autos y las sentencias de las juezas y jueces constitucionales especializados de primera 

instancia respecto de las acciones de protección, hábeas data y acción de acceso a la 

información. 

2. Conocer las acciones de hábeas corpus y los recursos de apelación de esa garantía 

jurisdiccional, en los casos previstos en esta ley. 

3. y ejercer control concreto en los términos previstos en esta ley”. (Énfasis añadido). 

 

Asimismo, la disposición transitoria décimo octava de la LOGJCC prevé que: “Las 

presentes reformas legales entrarán en vigencia en el plazo de un año desde su 

publicación en el Registro Oficial”; es decir, a partir del 09 de mayo de 2025.  
 

Por su parte, la disposición transitoria décimo novena de la LOGJCC establece en su 

primer inciso que: “Dentro del plazo mencionado en la disposición anterior” (un año 

desde su publicación en el Registro oficial) el CJ “deberá organizar, a nivel nacional, el 

proceso de selección, mediante concurso de méritos y oposición, para designar a las y 

los jueces constitucionales especializados”, tanto de primera instancia como de las Salas 

Especializadas de lo Constitucional de las Cortes Provinciales.  
 

Sus incisos segundo y tercero establecen que dicho concurso deberá seguir las reglas, 

etapas y procedimientos previstos en el COFJ. Además, dispone un régimen de transición 

en los siguientes términos: “Mientras se nombran los jueces constitucionales 

especializados, las acciones de garantía jurisdiccional que se estén sustanciando y que 

se presenten en lo posterior, seguirán las reglas de competencia que estaban vigentes 

hasta antes de la publicación de las reformas a esta ley” (énfasis añadido). 

 

Así, el penúltimo inciso de la disposición transitoria décimo novena señala que:  

 
“Una vez nombrados los jueces constitucionales especializados, todas las acciones de 

garantía jurisdiccional que, a la fecha de su posesión en el cargo, hayan estado siendo 

resueltas por otros jueces, deberán concluir con las reglas procesales con las que 

iniciaron y en conocimiento de los jueces que las hayan estado resolviendo, incluyendo 

la etapa de ejecución, en los casos que corresponda” (énfasis añadido). 
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En la especie, atendiendo la finalidad que persigue la Disposición transitoria décimo 

novena de la LOGJCC, se debe entender que la obligación asignada al CJ de “organizar, 

a nivel nacional, el proceso de selección, mediante concurso de méritos y oposición, para 

designar a las y los jueces constitucionales especializados” implica, fundamentalmente, 

la ejecución de una serie de actividades destinadas a diseñar, dirigir y poner en marcha 

tal proceso, es decir, establecer u ordenar el proceso de selección para lograr el fin 

propuesto, coordinando para ello los medios adecuados. Ello no implica, necesariamente, 

que deban agotarse todos los pasos, etapas o hitos que comprende dicho proceso, que 

culminará con la posesión de los jueces especializados designados. 

 

De lo expuesto se desprende que: i) mediante Resolución PLE-CNE-1-8-5-2024, 

publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 554, de 09 de mayo de 2024, se 

publicaron los resultados definitivos del Proceso Electoral de Referéndum y Consulta 

Popular 2024; ii) la disposición transitoria décimo octava, incorporada en la LOGJCC, 

establece que las reformas entrarán en vigencia en el plazo de un año desde su publicación 

en el Registro Oficial, es decir, el 9 de mayo de 2025; iii) de conformidad con la 

disposición transitoria décimo novena agregada a la LOGJCC, el CJ debe – dentro del 

plazo de un año contado desde la publicación en el Registro Oficial de las reformas 

legales – organizar el proceso de selección para la designación de juezas y jueces 

constitucionales especializados, mediante concurso de méritos y oposición; iv) mientras 

no se nombren y posesionen los jueces constitucionales especializados, las acciones que 

se estén sustanciando o se presenten posteriormente seguirán rigiéndose por las reglas de 

competencia vigentes hasta antes de las reformas a la LOGJCC; v) una vez nombrados 

los jueces constitucionales especializados, las causas en curso deberán concluir conforme 

a las reglas procesales con que iniciaron, y continuarán siendo conocidas por los jueces 

que las estén tramitando, incluso en su fase de ejecución, cuando corresponda; vi) la 

organización del proceso de selección, mediante concurso de méritos y oposición para 

designar a los jueces constitucionales especializados implica, fundamentalmente, la 

ejecución de una serie de actividades orientadas a su diseño, planificación, dirección y 

puesta en marcha, esto es, la estructuración y ordenamiento del procedimiento necesario 

para alcanzar el fin propuesto, coordinando para ello los medios adecuados. 

 

2.2. Competencia del CJ para efectuar concursos de merecimientos y oposición para 

el ingreso a la carrera judicial.- 

 

El artículo 177 de la CRE prevé que la Función Judicial se compone de órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos, y que la ley determinará su 

estructura, funciones, atribuciones, competencias y demás elementos necesarios para la 

adecuada administración de justicia. 

 

Sobre el ingreso a la carrera judicial, el inciso primero del artículo 170 de la CRE dispone 

que: “(…) se observarán los criterios de igualdad, equidad, probidad, oposición, méritos, 

publicidad, impugnación y participación ciudadana”. Por su parte, el artículo 176 

establece que los procedimientos para designar servidores judiciales “deberán 
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contemplar un concurso de oposición y méritos, impugnación y control social” (énfasis 

añadido).   

 

El artículo 178 de la CRE determina que el CJ “es el órgano de gobierno, administración, 

vigilancia y disciplina de la Función Judicial”, lo cual es reiterado también por el artículo 

254 del COFJ. Adicionalmente, el numeral 3 del artículo 181 de la CRE, en concordancia 

con el numeral 18 del artículo 264 del COFJ, asigna al CJ la función de “Dirigir los 

procesos de selección de jueces y demás servidores de la Función Judicial, así como, su 

evaluación, ascensos y sanción”, y precisa que: “Todos los procesos serán públicos y las 

decisiones motivadas” (énfasis añadido).   

 

El artículo 35 del COFJ regula que “las carreras de la Función Judicial constituyen un 

sistema mediante el cual se regula el ingreso, formación y capacitación, promoción, 

estabilidad, evaluación, régimen disciplinario y permanencia en el servicio dentro de la 

Función Judicial” (énfasis añadido). En cuanto a los principios y reglas aplicables al 

concurso, el artículo 36 del COFJ establece que:  
 

En los concursos para el ingreso a la Función Judicial y en los procesos para la 

promoción, se observarán los principios de legalidad, transparencia, credibilidad, 

igualdad, probidad, no discriminación, publicidad, oposición y méritos. 

 

En los concursos de oposición y méritos se calificará a las personas postulantes sobre 

un total de cien puntos, distribuidos cincuenta puntos en la fase de méritos y cincuenta 

en la fase de oposición. 

 

En la fase de méritos se valorará la calidad profesional del aspirante en relación a la 

naturaleza del cargo al que postula y se considerará entre otros, los siguientes criterios 

(…) 

 

En la fase de méritos se analizarán y verificarán los documentos presentados por las y 

los aspirantes conforme lo establecido en la convocatoria; y, se aplicarán medidas de 

acción afirmativa previstas por la ley. (…) 

 

En la fase de oposición, las y los postulantes redirán (sic) pruebas de conocimiento 

teóricas y prácticas, que sumadas sus calificaciones darán un total de cincuenta puntos. 

(…) 

 

Las convocatorias a los concursos de oposición y méritos se efectuarán con plazos 

razonables que permitan la participación del mayor número de aspirantes que cumplan 

con los requisitos y competencias necesarias para ocupar el cargo. 

 

Para el cumplimiento de las disposiciones previstas en este Código, el Consejo de la 

Judicatura dictará el respectivo reglamento. (Lo subrayado me corresponde añadido).   

 

Además, el artículo 51 del COFJ prevé que todo proceso “se iniciará con una resolución 

motivada del Pleno del Consejo de la Judicatura, en la que se explicará la necesidad del 
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mismo”. En este sentido, el artículo 52 reitera que: “Todo ingreso de personal a la 

Función Judicial se realizará mediante concurso público de oposición y méritos, sujeto 

a procesos de impugnación, control social y se propenderá a la paridad entre mujeres y 

hombres”; a través de los procedimientos establecidos en ese código (énfasis añadido).  

 

El proceso está regulado en los artículos 36, 52 y siguientes del COFJ, e incluye pruebas 

teóricas, prácticas y psicológicas, una fase de impugnación y, finalmente, la habilitación 

de los candidatos a formación inicial. La designación final dependerá de la disponibilidad 

de vacantes y de las necesidades del servicio, conforme lo señala el artículo 69 del COFJ. 

 

En consecuencia, se concluye que: i) el ingreso a las carreras en la Función Judicial debe 

sujetarse a los principios de igualdad, equidad, probidad, oposición, méritos, publicidad, 

impugnación y participación ciudadana; ii) el CJ es el órgano competente para dirigir los 

procesos de selección de jueces y servidores judiciales; iii) el proceso de concurso para 

el ingreso a las carreras de la Función Judicial contempla varias fases de selección, 

mediante pruebas teóricas, prácticas y psicológicas, luego la impugnación y finalmente 

la habilitación como candidatos a formación inicial, cuya culminación satisfactoria 

permite la designación del candidato; y, iv) las convocatorias a los concursos de méritos 

y oposición deben contemplar plazos razonables que permitan la participación del 

mayor número de aspirantes. 

 

2.3. La naturaleza de las disposiciones transitorias y reglas de interpretación de las 

normas.-  

 

Respecto de la naturaleza de las disposiciones transitorias, Arturo Alessandri, Manuel 

Somarriva y Antonio Vodanovic6 sostienen que: “Muchas veces el legislador dicta las 

llamadas disposiciones transitorias, mediante las cuales previene los conflictos entre la 

ley antigua y la nueva al determinar los efectos precisos que ésta debe producir en las 

relaciones o situaciones anteriores” (énfasis añadido).  

 

Por su parte, el numeral 1 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 

y Control Constitucional7 (en adelante, “LOGJCC”), al referirse a los métodos y reglas 

aplicables para la interpretación jurídica constitucional y ordinaria en casos de antinomias 

normativas, establece que: “Cuando existan contradicciones entre normas jurídicas, se 

aplicará la competente, la jerárquicamente superior, la especial, o la posterior”.  

 

Asimismo, el artículo 3 de la LOGJCC, en sus numerales 5 y 6, prevé lo siguiente: 

 
“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas a 

partir del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las 

disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. 

 
6

 Alessandri, A., Somarriva, M., Vodanovic, A., Curso de Derecho Civil, Parte General y los Sujetos de Derecho, Cuarta Edición, 

Editorial Nascimento, Santiago, 1971, Chile, págs. 182- 183. 
7 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   
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6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de los fines 

que persigue el texto normativo” (énfasis añadido).  

 

De igual manera, el numeral 7 del citado artículo 3, en concordancia con el numeral 1 del 

artículo 18 del Código Civil8 (en adelante, “CC”) establece: “Cuando el sentido de la 

norma es claro, se atenderá su tenor literal, sin perjuicio de que, para lograr un resultado 

justo en el caso, se puedan utilizar otros métodos de interpretación”.  

 

Adicionalmente, el inciso primero del artículo 7 del CC establece el principio de 

irretroactividad de la ley al disponer que: “La ley no dispone sino para lo venidero: no 

tiene efecto retroactivo (…)”.  

 

Respecto de la irretroactividad de las normas, Corte Constitucional9 en sentencia No. 031-

17-SIN-CC, de 14 de noviembre de 2017, expuso: 

 
“(…) Es uno de los principios más elementales que guían la aplicación de la ley es su 

irretroactividad que significa que ésta sólo rige para lo venidero, y sus efectos solo 

operan después de la fecha de su promulgación. (…) En otras palabras, este principio 

tiene entre sus objetivos primordiales, otorgar certeza al ordenamiento jurídico por la 

estricta aplicación de la ley; se trata de una garantía que se asienta como elemento para 

el efectivo goce de la seguridad jurídica, contra la aplicación de las normas por parte de 

autoridades estatales (…)” (énfasis añadido). 

 

En atención a lo expuesto, se concluye que: i) las disposiciones transitorias tienen como 

propósito prevenir los conflictos entre la normativa anterior y la nueva, determinando los 

efectos concretos que deben producirse respecto de situaciones jurídicas anteriores a la 

reforma; ii) la ley rige únicamente para lo venidero y sus efectos no pueden retrotraerse, 

conforme al principio de irretroactividad; y, iii) las normas deben interpretarse atendiendo 

a su tenor literal, en armonía con el contexto normativo general y los fines que persiguen. 

 

3. Pronunciamiento.-   

 

En atención a los términos de su primera consulta, se concluye que, de conformidad con 

lo previsto en los numerales 1, 5, 6 y 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional; los artículos 7 y 18 numeral 1 del Código Civil; 

los artículos 36, 52 y siguientes del Código Orgánico de la Función Judicial; y, la 

disposición transitoria décimo novena de la LOGJCC, incorporada con ocasión del 

Referéndum celebrado el 21 de abril de 2024, el Consejo de la Judicatura tiene la 

obligación de organizar el proceso de selección de juezas y jueces constitucionales 

especializados mediante concurso público de méritos y oposición, sin que dicha 

disposición prevea que, forzosamente, la totalidad de dicho proceso (que contempla una 

 
8 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
9 Publicado en la Edición Constitucional del Registro Oficial No. 34 de 14 de marzo de 2018. 
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serie de etapas e hitos) deba agotarse, incluso con la posesión de dichos jueces, dentro del 

mismo plazo de un año, toda vez que el desarrollo del concurso debe sujetarse a las fases, 

requisitos y tiempos establecidos en los artículos 36, 52 y subsiguientes del Código 

Orgánico de la Función Judicial. 

 

En cuanto a la segunda consulta, se concluye que, en atención a lo establecido en la 

disposición transitoria décimo novena de la LOGJCC, las acciones de garantía 

jurisdiccional que se encuentren en trámite, así como aquellas que se presenten con 

posterioridad a la publicación de las reformas, deberán continuar sustanciándose 

conforme a las reglas de competencia vigentes antes de dicha reforma, mientras no se 

haya producido la designación y posesión efectiva de las juezas y jueces 

constitucionales especializados, con el fin de garantizar la seguridad jurídica y la 

continuidad del servicio judicial durante el periodo de transición. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique.  

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS
LARREA
VALENCIA
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Oficio No. 11150 
 

 

Quito, D.M., 16 de abril de 2025 

 

 

Ingeniera  

Diana Caiza Telenchana  

ALCALDESA  

GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO  

MUNICIPAL DEL CANTÓN AMBATO 

Presente. 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. DA-DC-24-0828, de 27 de noviembre de 2024, ingresado en el 

correo institucional de la Procuraduría General del Estado el 2 de diciembre del mismo 

año, se reformularon las consultas contenidas en los oficios Nro. DA-DC-24-0704 y DA-

DC-24-0774, de 8 y 29 de octubre de 2024, respectivamente, en los siguientes términos: 
 

“¿Tiene la atribución el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipalidad de 

Ambato, para declarar como bienes mostrencos, los bienes inmuebles ubicados en zona 

rural sobre los que exista posesión y no tengan vocación agrícola, conforme el artículo 

419 literal c) del Código Orgánico De Organización Territorial, Autonomía y 

Descentralización (COOTAD)?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende lo siguiente:  

 

Mediante oficios No. 09067 y 09332, de 16 de octubre y 8 de noviembre de 2024, la 

Procuraduría General del Estado solicitó e insistió al Gobierno Autónomo 

Descentralizado Municipal del Cantón Ambato (en adelante, “GADM Ambato”) que se 

reformulen las consultas inicialmente presentadas en oficios No. DA-DC-24-0704 y DA-

DC-24-0774, de 8 y 29 de octubre de 2024. Este requerimiento fue atendido mediante 

oficio No. DA-DC-24-0828, de 27 de noviembre de 2024, al que se hizo referencia al 

inicio del presente. 

 

A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta, mediante 

oficios No. 09785 y 09786, de 16 de diciembre de 2024, esta Procuraduría solicitó al 

Ministerio de Agricultura y Ganadería (en adelante, “MAG”); y a la Asociación de 

Municipalidades del Ecuador (en adelante, “AME”), respectivamente, que remitan sus 

criterios jurídicos institucionales sobre la materia objeto de la consulta. Con oficios No. 

09986 y 09985, de 07 de enero de 2025, se insistió en dichos requerimientos al MAG y 

AME, respectivamente, sin que hasta la presente fecha se haya recibido respuesta por 

parte de dichos organismos.  
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El informe jurídico No. PS-24-3251, de 25 de noviembre de 2024, suscrito por el 

Procurador Síndico del GADM Ambato citó los artículos 226, 227, y 237, numeral 3 de 

la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 604 y 605 del Código 

Civil2 (en adelante, “CC”); 415, 419, y 422 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización3 (en adelante, “COOTAD”); y, 1, 4, 32 literal 

i), 44, 63, literal g); y, 64 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territoriales 

Ancestrales4 (en adelante, “LOTRTA”), con fundamento en los cuales se concluyó lo 

siguiente: 

 
“El artículo 605 del Código Civil establece que ‘las tierras que carecen de dueño serán 

consideradas del Estado’. Este artículo atribuye al Estado la titularidad sobre los bienes 

que no tienen propietario, evitando así situaciones en las que estas tierras queden sin un 

administrador responsable, esta norma se inscribe en el principio de soberanía estatal, 

que sostiene que el Estado tiene la obligación y el derecho de administrar todos los bienes 

dentro de su territorio que no estén bajo la posesión de un particular. 

 

En este sentido, la normativa busca evitar el abandono de tierras y la falta de 

aprovechamiento de recursos que podrían ser utilizados para el desarrollo económico y 

social, la doctrina legal interpreta este artículo como una manifestación del derecho 

público de soberanía del Estado, reforzando su autoridad sobre los bienes dentro de su 

territorio que carecen de propietario registrado. 

 

(…) Los bienes mostrencos, tradicionalmente, incluyen no solo tierras, sino también otros 

bienes muebles que han sido abandonados o no tienen un dueño conocido; sin embargo, 

en el contexto de tierras rústicas, el COOTAD amplía el ámbito de administración de los 

GADs, lo que genera una posible contradicción con el artículo 605 del Código Civil, ya 

que ambos artículos parecen otorgar autoridad sobre las tierras sin dueño a dos 

entidades diferentes: el Estado y los GADs. 

 

Ahora bien, El Gobierno Autónomo Descentralizado (GAD) de la Municipalidad de 

Ambato ha llevado a cabo una serie de obras de infraestructura en zonas rurales, como 

la construcción de estadios, cementerios, y mercados, destinadas a mejorar la calidad 

de vida de los habitantes de estas áreas, estas obras representan una inversión 

significativa en el desarrollo de las comunidades rurales y un esfuerzo por parte del GAD 

para extender los beneficios de los servicios públicos más allá de las zonas urbanas. Sin 

embargo, a pesar de las buenas intenciones y los recursos destinados a estas iniciativas, 

surge un problema crucial: muchos de estos bienes inmuebles rurales no cuentan con 

títulos de propiedad a favor del GAD de Ambato; por ende, esta situación genera una 

considerable inseguridad jurídica, lo que puede tener implicaciones negativas tanto para 

las comunidades locales como para la gestión del propio GAD. 

 

La Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en su artículo 2, establece 

que las tierras rurales y los territorios ancestrales tienen un carácter estratégico para el 

desarrollo nacional y son de interés público, pero sí también regula la posesión, la 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
3 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
4 LOTRTA, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 711 de 14 de marzo de 2016. 
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propiedad, la administración y redistribución de la tierra rural como factor de 

producción para garantizar la soberanía alimentaria, mejorar la productividad; esta ley 

proporciona un marco legal para la gestión y regulación de tierras rurales, incluyendo 

aspectos como la tenencia, el uso y la distribución de la tierra. 

 

Esta regulación a través del Ministerio de Agricultura se regula con la legalización de 

tierras con vocación agrícola; mientras que los bienes inmuebles a los que hacemos 

referencia y que corresponden a estadios, cementerios, mercados, si bien es cierto se 

encuentran ubicados en la zona rural, pero a consecuencia de la intervención efectuada, 

su uso no corresponde específicamente a actividades agrícola, pecuaria, forestal, 

silvícola o acuícola, actividades recreativas, ecoturísticas, de conservación o de 

protección agraria; y otras actividades productivas en las que la Autoridad Agraria 

Nacional ejerce su rectoría, al amparo de lo previsto en el artículo 3 de la Ley Orgánica 

de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales, en concordancia con lo previsto en el 

artículo 32 literal i) Ibidem. 

 

En el caso concreto del GAD de Ambato, la ley se convierte en un instrumento esencial 

para abordar la inseguridad jurídica derivada de la falta de títulos de propiedad en los 

terrenos rurales donde se han realizado obras públicas. 

 

En resumen, la situación actual de los bienes inmuebles rurales donde el GAD de Ambato 

ha realizado obras de infraestructura presenta un desafío significativo en términos de 

seguridad jurídica; la falta de títulos de propiedad a favor del GAD no solo pone en 

riesgo la continuidad y sostenibilidad de las obras realizadas, sino que también impide 

que las comunidades rurales se beneficien plenamente de estas inversiones. La Ley 

Orgánica de Tierras Rurales y Territorios Ancestrales ofrece un marco legal adecuado 

para abordar este problema a través de la regularización de la propiedad y el traspaso 

de dominio, sin embargo, el artículo 66 de cuerpo legal mencionado establece una 

prohibición a las entidades públicas de ser propietarias; por consiguiente, establecer la 

manera que el GAD de la Municipalidad de Ambato sea propietaria de los bienes 

inmuebles en donde se efectuaron las obras como cementerios, canchas deportivas entre 

otras obras” (énfasis pertenece al texto citado). 

 

2. Análisis. - 

 

Para facilitar el análisis del tema consultado es necesario referirse a los siguientes puntos: 

i) Competencias de planificación de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 

Municipales; y, ii) La regulación de los bienes mostrencos. 

 

2.1. Competencias de planificación de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 

Municipales. – 

 

En el pronunciamiento contenido en el oficio No. 06516, de 24 de abril de 2024, este 

Organismo analizó ampliamente el sistema de planificación nacional, así como las 

competencias en dicha materia correspondientes a los Gobiernos Autónomos 

Descentralizados Municipales (en adelante, “GAD municipales”) y manifestó:  

 

59



 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

 MUNICIPIO DE AMBATO 

02042-2025 

Página. 4 

 

“Entre los principios que rigen a la administración pública, el artículo 227 de la CRE 

incluye al de planificación, y respecto de los GAD el artículo 241 ibidem reitera que ‘La 

planificación garantizará el ordenamiento territorial y será obligatoria en todos los 

gobiernos autónomos descentralizados’. En similar sentido, la letra h) del artículo 2 del 

Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (en 

adelante, ‘COOTAD’) incluye entre los objetivos de ese cuerpo legal ‘La definición de 

mecanismos de articulación, coordinación y corresponsabilidad entre los distintos 

niveles de gobierno para una adecuada planificación y gestión pública’. 

 

Por su parte, el numeral 4 del artículo 261 de la CRE dispone que la planificación 

nacional es una competencia exclusiva del gobierno central, y respecto de los GAD 

provinciales y cantonales, los artículos 263 numeral 1 y 264 numeral 1 de la CRE, 

respectivamente, incluyen a la planificación también como competencia exclusiva y al 

efecto reiteran el deber de los GAD de ‘formular los correspondientes planes de 

ordenamiento territorial, de manera articulada’ con la planificación nacional, regional, 

provincial, cantonal y parroquial. Al efecto, el artículo 279 ibidem establece el ‘sistema 

nacional descentralizado de planificación participativa organizará la planificación para 

el desarrollo’ y la conformación de un Consejo Nacional de Planificación, que integre a 

los distintos niveles de gobierno y una secretaría técnica que lo coordine, así como 

consejos de planificación en los GAD. 

 

Adicionalmente, entre las funciones de cada nivel de GAD, el COOTAD incluye la de 

formular los correspondientes PDOT5, y reitera en la necesidad de que se articulen con 

la planificación nacional y de los demás niveles de GAD, conforme se desprende, por 

ejemplo, de lo dispuesto por la letra a) de su artículo 32, respecto del GAD cantonal. 

 

Por su parte, el COPLAFIP en su artículo 40 prevé que los lineamientos aprobados por 

el Consejo Nacional de Planificación que orienten el sistema nacional descentralizado 

de planificación son obligatorios para todos los niveles de gobierno, incluidos los GAD. 

 

(…) Respecto de los PDOT de los GAD, el artículo 41 del COPLAFIP6, reitera su 

carácter de instrumentos de planificación que permiten la gestión articulada del 

territorio, y el artículo 42 ibidem determina su contenido mínimo, que comprende el 

diagnóstico, la propuesta con una visión de mediano plazo que considere ‘lo establecido 

en la Estrategia Territorial Nacional, los planes especiales para proyectos nacionales de 

carácter estratégico, y los planes sectoriales del Ejecutivo con incidencia en el 

territorio’, y el modelo de gestión. 

 

(…) La LOOTUGS7 en su artículo 2 prescribe que está sujeto a esa ley ‘todo ejercicio de 

planificación del desarrollo, ordenamiento territorial, planeamiento y actuación 

urbanística, obras, instalaciones y actividades que ocupen el territorio’ que realicen 

todos los niveles de gobierno, esto es central y los GAD, en el marco de sus competencias. 

Su artículo 11 establece los criterios que los GAD deben observar en materia de 

planificación del ordenamiento territorial, y el artículo 12 ibídem señala los instrumentos 

aplicables (…)”. 

 
5 Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial 
6 Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 306 de 22 de 

octubre de 2010. 
7 Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo, publicada en el Registro Oficial Suplemento 790 el 05 de julio 
de 2016, última reforma el 30 de enero de 2024. 
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Por otra parte, el artículo 53 del COOTAD determina que los GAD municipales “son 

personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, administrativa y 

financiera”. 

 

El artículo 7 del COOTAD reconoce la facultad normativa de los GAD y establece que 

los consejos municipales tendrán “la capacidad para dictar normas de carácter general 

a través de ordenanzas, acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción 

territorial”, observando lo dispuesto en la Constitución y la ley. 

 

En igual sentido, el literal a) del artículo 57 ibidem incluye entre las atribuciones del 

concejo municipal, “el ejercicio de la facultad normativa en las materias de competencia 

del gobierno autónomo descentralizados municipales, mediante la expedición de 

ordenanzas cantonales, acuerdos y resoluciones”. 

 

Así mismo, el literal b) del artículo 55 del COOTAD establece como una de las 

competencias exclusivas de los GAD municipales “el ejercer el control sobre el uso y 

ocupación del suelo en el cantón”.  

 

En concordancia con lo anterior, es pertinente considerar que el numeral 3 del artículo 11 

de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo (en adelante, 

“LOOTUGS”) establece respecto de las competencias de ordenamiento territorial lo 

siguiente: 

 
“3. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados municipales y metropolitanos, de 

acuerdo con lo determinado en esta Ley, clasificarán todo el suelo cantonal o distrital, 

en urbano y rural y definirán el uso y la gestión del suelo. Además, identificarán los 

riesgos naturales y antrópicos de ámbito cantonal o distrital, fomentarán la calidad 

ambiental, la seguridad, la cohesión social y la accesibilidad del medio urbano y rural, 

y establecerán las debidas garantías para la movilidad y el acceso a los servicios básicos 

y a los espacios públicos de toda la población. 

 

Las decisiones de ordenamiento territorial, de uso y ocupación del suelo de este nivel 

de gobierno racionalizarán las intervenciones en el territorio de los otros niveles de 

gobierno.” (Énfasis añadido). 

 

De lo expuesto se desprende que: i) los GAD municipales gozan de autonomía política, 

administrativa y financiera, lo que les faculta expedir normativa propia mediante 

ordenanzas; ii) la planificación es obligatoria para todos los niveles de gobierno, inclusive 

los GAD municipales, y debe articularse con la planificación nacional y la de otros niveles 

de Gobiernos Autónomos Descentralizados; iii) el PDOT, aprobado mediante acto 

normativo emitido por el consejo municipal, contendrá la clasificación del suelo como 

urbano o rural, e identificará su uso y gestión. 
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2.2. Bienes mostrencos. - 

 

El artículo 605 del CC, prescribe que “Son bienes del Estado todas las tierras que, 

estando situadas dentro de los límites territoriales, carecen de otro dueño”. 

 

El artículo 415 del COOTAD señala que son bienes de los GAD aquellos sobre los cuales 

ejercen dominio. Se clasifican en bienes del dominio privado y bienes de dominio público, 

estos últimos, a su vez, divididos en “bienes de uso público y bienes afectados al servicio 

público”. 

 

El artículo 419 del COOTAD establece que son bienes de dominio privado de los GAD 

aquellos que no están destinados a la prestación directa de un servicio público, sino a la 

producción de recursos o bienes para la financiación de los servicios de los GAD. Dentro 

de esta categoría se incluyen a: “c) Los bienes mostrencos situados dentro de las 

respectivas circunscripciones territoriales”. 

  

Por otra parte, el artículo 422 del código en estudio señala que, en el caso de conflicto 

entre los GAD y la entidad estatal que tengan “a su cargo la administración y 

adjudicación de bienes mostrencos, prevalecerá la posesión de los gobiernos autónomos 

descentralizados. De presentarse controversia, será resuelto por el juez de lo contencioso 

administrativo de la jurisdicción en la que se encuentre localizado el bien” (énfasis 

añadido). 

 

El inciso quinto del artículo 481 del COOTAD define a los bienes mostrencos como 

“aquellos bienes inmuebles que carecen de dueño conocido”, y agrega que los GAD 

municipales o metropolitanos, “mediante ordenanza establecerán los mecanismos y 

procedimientos para regularizar bienes mostrencos”. Disposición similar se encuentra 

en el numeral 5 del artículo 3 de la Norma que Regula Procedimiento de Actualización 

de Catastro Nacional8 (en adelante, “NACN”). 

 

Adicionalmente, para efectos del presente análisis, cabe considerar el artículo 4 de la 

LOTRTA que define como tierra rural a la “extensión territorial que se encuentra 

ubicada fuera del área urbana, cuya aptitud presenta condiciones biofísicas y 

ambientales para ser utilizada en producción agrícola, pecuaria, forestal, silvícola o 

acuícola, actividades recreativas, ecoturísticas, de conservación o de protección 

agraria; y otras actividades productivas en las que la Autoridad Agraria Nacional ejerce 

su rectoría” (énfasis añadido). 

 

En cuanto a la Autoridad Agraria Nacional, el artículo 32 ibidem establece que “será el 

ministerio de ramo”, la entidad encargada de regular las políticas públicas en materia de 

tierras rurales respecto de la producción agropecuaria. Entre sus atribuciones, la letra i) 

dispone: “Adjudicar con fines de producción agropecuaria, las tierras rurales de 

propiedad estatal y las privadas que han sido expropiadas por el Estado, de acuerdo con 

 
8 NACN, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 604 del 19 de julio de 2024. 
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los programas de redistribución o en función de la posesión agraria de tierras rurales, 

de conformidad con esta Ley”. (Énfasis añadido). 

 

Dicha autoridad, actualmente denominada Ministerio de Agricultura y Ganadería, podrá 

también, “previa petición del Gobierno Autónomo Descentralizado municipal o 

metropolitano competente, en el plazo de noventa días siguientes a la petición, mediante 

informe técnico que determine tales aptitudes, autorizará, el cambio de la clasificación 

de suelos rurales de uso agrario a suelos de expansión urbana o zona industrial”, de 

conformidad con lo indicado en el inciso cuarto del artículo 6 de la LOTRTA. (Énfasis 

añadido) 

 

En virtud de lo expuesto, y según a la definición contenida en el artículo 605 del CC, las 

tierras sin dueño conocido, denominadas bienes mostrencos, pertenecen al Estado. No 

obstante, para determinar la entidad del sector público a la que corresponde su dominio, 

debe atenderse a su ubicación y clasificación de suelo.  

 

De lo anterior se concluye que: i) los bienes de los GAD se clasifican en bienes de 

dominio privado y de dominio público, éstos a su vez en bienes de uso público y bienes 

afectados al servicio público; ii) los bienes de dominio privado deben estar situados en 

las respectivas circunscripciones territoriales de los GAD; iii) los bienes mostrencos son 

aquellos bienes que, ante la ausencia de un dueño conocido, pertenecen al Estado sin 

perjuicio de que su asignación a una determinada institución o nivel de gobierno dependa 

de la ubicación del bien; iv) la LOTRTA regula el control de tierras rurales, entendidas 

como aquellas localizadas fuera del perímetro urbano y destinadas principalmente a la 

producción agrícola, conservación y otras actividades señaladas en dicha Ley; v) el 

Ministerio de Agricultura y Ganadería, en su calidad de autoridad agraria nacional, tiene 

la facultad de adjudicar tierras rurales con fines de producción agropecuaria y modificar 

su clasificación; vi) los GAD municipales, en ejercicio de su facultad normativa, pueden 

establecer los mecanismos y procedimientos para regularizar los bienes mostrencos 

dentro de su jurisdicción, conforme a los artículos 419 y 481 del COOTAD; vii) en el 

caso de conflicto de domino de un bien mostrenco entre un GAD y otra entidad estatal, 

prevalecerá la posesión del GAD. Si persiste el conflicto, este deberá resolverse ante la 

jurisdicción contencioso-administrativa. 

 

 

3. Pronunciamiento. -  

 

En atención a los términos de la consulta se concluye que, de acuerdo con los artículos 

54, literal e), y 55, literal b) del COOTAD, así como en el artículo 11 de la LOOTUGS, 

los GAD municipales tienen competencia exclusiva para la delimitación y planificación 

del suelo como urbano o rural, facultad que debe ser ejercida en articulación con la 

política nacional. Asimismo, de acuerdo con lo previsto en los artículos 419 y 481 del 

COOTAD, los GAD municipales pueden tener dentro de su patrimonio bienes de dominio 

privado, entre los cuales se incluyen los bienes mostrencos, cuya regulación debe 

establecerse mediante ordenanza municipal. Esta facultad puede ejercerse siempre que 

dichos bienes no tengan vocación agrícola, materia cuya competencia se encuentra 
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reservada al Ministerio de Agricultura y Ganadería, conforme lo señalado en el artículo 

32 de la Ley Orgánica de Tierras Rurales y Territoriales Ancestrales. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO  
 

 
C.C. Ing. William Patricio Maldonado Jiménez  

Presidente Asociación de Municipalidades Ecuatorianas, AME 

 

Ing. Franklin Danilo Palacios Márquez  
Ministro de Agricultura y Ganadería 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS 
LARREA VALENCIA
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Oficio Nº 11151 

 

 

Quito, D.M., 16 de abril de 2025 

 

 

Doctor 

Mauricio Torres Maldonado, PhD. 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Presente. – 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 011-CG-2025, de 20 de febrero de 2025, ingresado en el correo 

institucional de la Procuraduría General del Estado al día siguiente, se formularon las 

siguientes consultas: 

 

“1. De conformidad con la Disposición General Segunda de la Ley de Creación de la 

Universidad Pública de Santo Domingo de los Tsáchilas, ¿es posible que existan 

institutos técnicos y tecnológicos públicos adscritos a sus propias entidades públicas 

promotoras, que no estén adscritos a la SENESCYT?  

 

2. ¿Es posible que las entidades públicas promotoras a las que estarían adscritos los 

institutos técnicos y tecnológicos públicos creados por dichas entidades, ejerzan las 

competencias que la LOES y la demás normativa le reconocen a la SENESCYT, como 

por ejemplo la designación de autoridades y máximas autoridades del gobierno 

institucional, así como la rectoría administrativa, académica, orgánica y financiera?”.  

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se deprende que: 

 

El informe jurídico de la CGE, contenido en el memorando No. 000108-DNJ-2025, de 

20 de febrero de 2025, suscrito por el Director Nacional Jurídico de dicha entidad, citó 

como fundamento los artículos 211, 212 numeral 4, 234, 352, 353 de la Constitución de 

la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”);  el artículo 31 numeral 24  de la Ley 

Orgánica de la Contraloría General del Estado2 (en adelante “LOCGE”); los artículos13 

literales b) y c), 14 literales a), b) y c), 15 literales a), b) y c), 114, 115, 115.1, 115.2, 169, 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOCGE, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002. 
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letras b), c) y r), de la Ley Orgánica de Educación Superior3 (en adelante “LOES”); la 

Disposición General Segunda de la Ley de Creación de la Universidad Pública de Santo 

Domingo de Los Tsáchilas4 (en adelante “LCUPSDO”); y los artículos 1, 3 literal a), 5, 

6 literales a) y b), 8, 9, 10 y 11 del Reglamento de las Instituciones de Educación Superior 

de Formación Técnica y Tecnológica5 (en adelante “RIESFTT”). Con base en dicha 

normativa, el informe concluye: 

 
“3. ANÁLISIS JURÍDICO: 

(…) 

El Consejo de Educación Superior (CES) regula el funcionamiento y creación de los 

institutos superiores en Ecuador realizados por los ‘promotores’ acorde a la ley, para lo 

cual ha emitido el Reglamento de las Instituciones de Educación Superior de Formación 

Técnica y Tecnológica, donde se determinan los requisitos que se deben cumplir para la 

creación de un instituto superior, y el procedimiento y trámite mediante un proyecto para 

la creación de un instituto superior o de un instituto superior con condición de superior 

universitario. 

 

Dentro de esos ‘promotores’ se incluyen ‘otros organismos de derecho público conforme 

a la Ley’; por lo tanto, y en virtud de lo dispuesto en la Disposición General Segunda de 

la Ley de Creación de la Universidad Estatal de Santo Domingo de los Tsáchilas, la 

Contraloría General del Estado podría considerarse parte de los ‘otros organismos de 

derecho público conforme a la Ley’, a los que se refiere tanto la Ley Orgánica de 

Educación Superior como el referido Reglamento, por lo tanto, podría ser promotor para 

solicitar al CES la creación de un instituto. (…) 

 

4. CRITERIO LEGAL  

 

(…) resulta necesario señalar que los institutos técnicos y tecnológicos de acuerdo con 

el Reglamento de las Instituciones Técnicos y Tecnológicos, pueden estar adscritas al 

órgano rector de la política pública de educación superior, a las universidades y escuelas 

politécnicas públicas u otros organismos de derecho público conforme a la Ley. 

 

Es así que, en función de la responsabilidad sobre la sostenibilidad financiera 

permanente de las instituciones de educación superior creadas, sin que esto implique 

aumento del presupuesto institucional, salvo autorización del Ministerio de Economía y 

Finanzas, la Contraloría General del Estado entregará recursos para el funcionamiento 

habitual del Instituto, a partir de los recursos propios de la institución, por lo que, está 

obligada a velar por el buen uso y destino de los fondos aportados. 

 

La Contraloría General del Estado al ser el organismo técnico del control de los 

recursos públicos por antonomasia, mismo que cuenta con autonomía administrativa y 

financiera, puede tener adscrito un instituto técnico y tecnológico. Del mismo modo, de 

acuerdo con la Ley de Creación de la Universidad Pública de Santo Domingo de los 

Tsáchilas tiene la facultad legal de ser promotor” (énfasis añadido). 

 
3 LOES, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 298 de 12 de octubre de 2010, última reforma publicada el 27 de junio 

de 2024. 
4 LCUPSDO, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 692 de 27 de noviembre de 2024. 
5 RIESFTT, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 287, de 11 de abril de 2023. 
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Con el objetivo de contar con mayores elementos de análisis, la Procuraduría General del 

Estado solicitó, mediante oficios Nos. 10588, 10590, 10591 y 10592 de 25 de febrero de 

2025, los criterios jurídicos a la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas (en 

adelante, “AME”); Consejo de Educación Superior (en adelante, “CES”); Servicio 

Nacional de Derechos Intelectuales (en adelante, “SENADI”); y, Secretaría de Educación 

Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante, “SENESCYT”). Mediante 

oficio No. 10785, de 18 de marzo de 2025, se reiteró dicha solicitud a la AME. 

 

Los requerimientos realizados por este organismo fueron atendidos, en su orden por: i) el 

CES, mediante oficio No. CES-CES-2025-0101-CO, de 26 de febrero de 2025, remitió el 

criterio jurídico elaborado por su Procuraduría Institucional; ii) El SENADI respondió 

mediante oficio sin número, de 27 de febrero de 2025, ingresado el 5 de marzo del mismo 

año; iii) La SENESCYT, por medio del oficio No. SENESCYT-SENESCYT-2025-0279-

CO, de 13 de marzo de 2025, remitió el memorando No. SENESCYT-CGAJ-2025-0152-

MI de la misma fecha, suscrito por la Coordinadora General de Asesoría Jurídica, y iv) 

La AME respondió mediante el oficio No. AME-DNAJ-2025-0006-O, de 24 de marzo de 

2025, ingresado el 26 de marzo del mismo año. 

 

En cuanto al contenido del criterio emitido por el CES, además de citar las normas ya 

referidas, incorporó los artículos 226 de la CRE; 14 y 22 del el Código Orgánico 

Administrativo6 (en adelante “COA”); 65, incisos segundo y tercero, 115.8, 159, 166, 

171, 182, de la LOES; Disposición General Trigésima Segunda del Código Orgánico de 

la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e Innovación7 (en adelante 

“COESCCI”). Con base en dicho marco normativo, concluyó: 

 

“Tal como se colige, la Ley citada establece la posibilidad de que los gobiernos 

autónomos descentralizados, otras instituciones públicas que cuenten con autonomía y 

los organismos públicos de control, sean promotores para la creación de IES, con la 

consecuente obligación de asegurar su sostenibilidad financiera permanente.  

 

Por lo tanto, los institutos técnicos y tecnológicos públicos deberían estar adscritos a 

las respectivas entidades públicas promotoras de su creación; conllevando aquello 

necesariamente también el ejercicio de las competencias que la LOES y las demás 

normas les entrega a las entidades a las que se encuentran adscritos. (…) 

1.(…)  

De acuerdo a lo previsto en el marco legal vigente, particularmente en la Disposición 

General Segunda de la Ley de Creación de la Universidad Pública de Santo Domingo de 

los Tsáchilas, promulgada de forma posterior a la LOES y el COESCCI, pueden existir 

institutos técnicos y tecnológicos públicos adscritos a sus propias entidades públicas 

promotoras, que no estén adscritos a la SENESCYT. 

 

2. (…) 

 
6 COA, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
7 COESCCI, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 899 de 09 de diciembre de 2016. 
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Las competencias que la LOES y la demás normativa le reconocen a la SENESCYT, como 

la designación de autoridades y máximas autoridades del gobierno institucional y la 

rectoría administrativa, académica, orgánica y financiera, deben ser ejercidas por las 

respectivas entidades públicas promotoras a las que estarían adscritos los institutos 

técnicos y tecnológicos públicos, pues la SENESCYT no debería ejercer aquellas frente 

a IES públicas creadas por otras entidades públicas promotoras de las que dependen 

financieramente de forma permanente.  

 

La Contraloría General del Estado (CGE), como organismo público de control, podría 

ser promotor de un instituto superior público, y en consecuencia la nueva institución se 

encontraría adscrita a ese Organismo. Siguiendo lo anterior, correspondería entonces 

que aquel ejerza las competencias que la LOES y la demás normativa le reconocen a la 

SENESCYT, relacionadas con la designación de autoridades y máximas autoridades del 

gobierno institucional, así como, la rectoría administrativa, académica, orgánica y 

financiera”. 

 

Por su parte, el SENADI, emitió un criterio abstentivo, aunque señaló: 

 
“Sin embargo, bajo el estudio realizado sobre la Disposición General Segunda de la Ley 

de Creación de la Universidad Pública de Santo Domingo de los Tsáchilas, se prevé el 

escenario bajo el cual los institutos técnicos y tecnológicos públicos pueden encontrarse 

adscritos a sus entidades públicas promotoras, sin que se encuentren adscritos a la 

Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación”. 

 

En cuanto al criterio jurídico remitido por la SENESCYT, además de las normas citadas 

por la entidad consultante y el CES, incluyó los artículos26, 27, 82, 227, 350, 351, 354, 

355 de la CRE, así como el artículo 4 del COA. Sobre esta base normativa, concluyó lo 

siguiente: 

 
“IV. CRITERIO JURÍDICO: 

 

La Coordinación General de Asesoría Jurídica a través de la Dirección de Asesoría 

Jurídica, bajo lo previsto en el Manual de Procesos ‘Gestión de Criterios Jurídicos y 

Normativa’ de Enero 2024, v2.0, y en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 

por Procesos Institucional, artículo 10, numeral 1.3.1.1, literal a) y numeral 1.3.1.1.2, 

literal d), en cuanto a la consulta sobre la materia de ‘promoción y adscripción de 

institutos técnicos y tecnológicos públicos’ (…), se indica que, este tipo de instituciones 

de educación superior sí pueden adscribirse a su promotor sin que necesariamente sea 

la Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología y Educación, conforme lo 

previsto en el artículo 159 de la Ley Orgánica de Educación Superior. 

 

Finalmente, el criterio jurídico de la AME citó en lo principal, además de las normas 

invocadas por la CGE, el CES y la SENESCYT, los siguientes artículos: 1, 3, 11.8, 85, 

260, 225, 238, 260, 261.6, 264.7 de la CRE; 3, 5, 6, 55, 105, 107, 113 y 138 del Código 

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización8 (en adelante 

“COOTAD”); 28 del COA; 4 y 5 de la LCUPSDO, con base en los cuales concluyó: 

 
8 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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 “III. CRITERIO JURÍDICO: (…) 

 

Los GADs Municipales están facultados, conforme su planificación (Planes de 

Desarrollo y Ordenamiento Territorial) y la nueva Ley para ejercer la promoción, en los 

términos de la Disposición General Segunda en cuestión, y previa autorización del ente 

rector de la Educación Superior, así como para la construcción, mantenimiento de 

infraestructuras y de equipamientos físicos en educación superior. Si bien la norma 

indicada refiere a becas, ayudas económicas u otros, el destino de los recursos estaría 

enmarcado en proyectos o programas planificados desde el ejercicio de la garantía de 

las políticas públicas locales (Art. 85, CRE), con ponderadores vinculados a un fin 

específico o población focalizada (Ejm.: Grupos de atención Prioritaria, conforme el Art. 

249, COOTAD, Ley Orgánica de Juventudes, Agendas de Igualdad, entre otras). 

 

En consecuencia, el marco legal previsto en la Disposición General Segunda de la Ley 

de Creación de la Universidad Pública de Santo Domingo de los Tsáchilas establece la 

posibilidad de que los GADs Municipales, entidades de control y otras entidades 

públicas, promuevan la creación de Institutos técnicos y tecnológicos públicos, y que 

éstos sean adscritos a las entidades públicas promotoras. De ello se deriva que dichas 

entidades de Educación Superior no se encuentren adscritas a la SENESCYT y que 

ejerzan ciertas competencias que la LOES y demás normativa les reconocen, incluyendo 

la designación de autoridades y máximas autoridades del gobierno institucional de 

aquellas, así como la rectoría administrativa, académica, orgánica y financiera”. 

 

Con base en lo expuesto, se puede advertir que, en relación a la primera consulta, los 

criterios jurídicos del CES, SENESCYT, AME y SENADI coinciden con el de la CGE 

en cuanto a que los institutos técnicos y tecnológicos públicos (en adelante “ITTP”), 

pueden estar adscritos a sus propias entidades públicas promotoras y no necesariamente 

a la SENESCYT, conforme lo establece la Disposición General Segunda de la 

LCUPSDO. 

 

Respecto a la segunda consulta, tanto el CES como la AME sostienen que la entidad 

pública promotora puede ejercer las competencias que la LOES y la demás normativa 

reconocen a la SENESCYT, incluyendo la designación de autoridades y la rectoría 

administrativa, académica, orgánica y financiera.  

 

2. Análisis.- 

 

Con el propósito de facilitar el estudio de los temas planteados en sus consultas, el 

presente análisis se estructura en los siguientes puntos: i) La naturaleza de los Institutos 

Técnicos y Tecnológicos Públicos; y, ii) La rectoría en la designación de autoridades y 

máximas autoridades del gobierno institucional de los Institutos Técnicos y Tecnológicos 

Públicos, y su funcionamiento administrativo, académico, orgánico y financiero. 
 

2.1. La naturaleza de los Institutos Técnicos y Tecnológicos Públicos. 

 

De conformidad con el artículo 352 de la CRE, el sistema de educación superior está 

conformado por universidades y escuelas politécnicas; institutos superiores técnicos, 
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tecnológicos y pedagógicos; y conservatorios de música y artes, todos ellos debidamente 

acreditados y evaluados. Este artículo también establece que dichas instituciones, “sean 

públicas o particulares, no tendrán fines de lucro”. A su vez, el numeral 1 del artículo 

353 ibídem dispone que el sistema de educación superior se regirá por un organismo 

público encargado de la planificación, regulación y coordinación interna del sistema y de 

la relación entre sus distintos actores con la Función Ejecutiva. 

 

En consonancia con lo anterior, el artículo 14 de la LOES determina las instituciones del 

Sistema de Educación Superior, incluyendo, en su literal b) a “Los institutos superiores 

técnicos, tecnológicos, pedagógicos y de artes, tanto públicos como particulares 

debidamente evaluados y acreditados, conforme la presente Ley”. 

 

El artículo 115.1 de la LOES establece que los institutos superiores se crean mediante 

resolución del CES. Por su parte, el artículo 115.2 los clasifica en públicos y particulares, 

previendo que los públicos tienen el carácter de instituciones de educación superior 

desconcentradas, cuyas autoridades son designadas por el órgano rector de la política 

pública de educación superior, conforme al artículo 65 de la misma ley; mientras que los 

institutos particulares gozan “con personería jurídica propia, autonomía administrativa, 

financiera y orgánica”. 

 

De igual forma, el artículo 159 de la LOES señala que las instituciones de educación 

superior “son comunidades académicas con personería jurídica propia, esencialmente 

pluralistas y abiertas a todas las corrientes y formas del pensamiento universal 

expuestas de manera científica”, y reconoce autonomía académica, administrativa, 

financiera y orgánica, salvo en los siguientes casos: 

 

“a) Los institutos técnicos y tecnológicos públicos que serán instituciones 

desconcentradas adscritas al órgano rector de la política en materia de educación 

superior, ciencia, tecnología e innovación.  

(…) 

Estas instituciones podrán alcanzar autonomía administrativa, financiera y orgánica, 

previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento a esta Ley y la 

normativa que para el efecto expida el Consejo de Educación Superior.” (el resaltado 

me corresponde). 

 

Respecto del término de “adscrito”, el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de 

Guillermo Cabanellas9 puntualiza que: “Adscrito quiere decir agregado, dependiente, 

sujeto”.  

 

En sentido complementario, el jurista Efraín Pérez explica: 

 

 
9 Guillermo Cabanellas, Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo I A-B página 181, 25ª. Edición, año 1997, Editorial 

Heliasta. 
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“Las personas jurídicas de derecho público están relacionadas con el ‘Gobierno central’ 

por medio de la relación de tutela.  

 

En el Ecuador, la forma jurídica más utilizada para el control o tutela de los órganos 

descentralizados es la llamada adscripción. ‘Administrativamente, la adscripción podría 

ser considerada como un grado de descentralización, donde la institución matriz u 

organismo central, ejerce ciertos controles sobre la ‘entidad adscrita’10. 

 

En el Ecuador, la adscripción es un grado del poder de tutela, (…). Por consiguiente, el 

poder de tutela es un poder condicionado, ya que no se presume el control, sino que se 

ejerce únicamente en los casos y forma previstos por la ley. Asimismo, no conlleva la 

posibilidad de dar órdenes directas, sino señalar políticas y realizar el control de las 

actividades determinadas en la ley11”. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 3 del RIESFTT establece que los Institutos 

superiores públicos “Son instituciones con personería jurídica propia, 

desconcentradas, adscritas al órgano rector de la política pública de educación 

superior, a las universidades y escuelas politécnicas públicas u otros organismos de 

derecho público conforme a la Ley” (énfasis me corresponde). 

 

Por su parte, el artículo 5 del RIESFTT, señala que el “órgano rector de la política 

pública de educación superior, las universidades o escuelas politécnicas públicas u 

otros organismos de derecho público conforme a la Ley, de acuerdo con sus 

competencias podrán ser promotores de los institutos superiores públicos” (énfasis me 

corresponde). 

 

Posteriormente, la Disposición General Segunda de la LCUPSDO, materia de su 

consulta, establece expresamente: 

 

“(…) los gobiernos autónomos descentralizados, otras instituciones públicas que 

cuenten con autonomía y los organismos públicos de control podrán ser promotores 

para la creación de instituciones de educación superior públicas, para lo cual podrán 

elaborar y financiar los respectivos proyectos de creación, conforme los lineamientos y 

regulaciones establecidas por el Consejo de Educación Superior. En estos casos, las 

instituciones promotoras serán responsables de la sostenibilidad financiera permanente 

de las instituciones de educación superior creadas, sin que esto implique aumento del 

presupuesto institucional, salvo autorización del Ministerio de Economía y Finanzas”. 

(énfasis me corresponde). 

 

De lo expuesto, se concluye que: i) la adscripción podría ser considerada como un grado 

de descentralización, mediante el cual la entidad matriz u organismo central ejerce 

controles específicos y define políticas generales conforme a la ley; ii) los institutos 

 
10 Grupo de Coordinación Administrativo. Diez Problemas Básicos. Administración Pública Ecuatoriana. Quito. Sin fecha. p. 117.  
11 PÉREZ, Efraín, “Derecho Administrativo, acorde con la nueva Constitución Ecuatoriana” Tercera Edición, Editorial Corporación 

de Estudios y publicaciones, página 221, año 2009. 
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superiores públicos son instituciones desconcentradas que pueden estar adscritas tanto al 

órgano rector de la política de educación superior, ciencia, tecnología e innovación; como 

a universidades, escuelas politécnicas u otros organismos de derecho público reconocidos 

por la Ley; y, iii) conforme a la Disposición General Segunda de la LCUPSDO, los 

gobiernos autónomos descentralizados, las entidades públicas con autonomía y los 

organismos públicos de control están facultados para promover la creación de 

instituciones de educación superior públicas, asumiendo la responsabilidad de su 

sostenibilidad financiera permanente, sin que ello implique aumento del presupuesto 

institucional, salvo autorización del Ministerio de Economía y Finanzas. 

 

2.2. La rectoría en la designación de autoridades y máximas autoridades del 

gobierno institucional de los Institutos Técnicos y Tecnológicos Públicos, 

funcionamiento administrativo, académico, orgánico y financiero. 

 

El artículo 355 de la CRE determina que el Estado reconoce a las universidades y escuelas 

politécnicas la autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, la cual debe 

ejercerse en concordancia con los objetivos del régimen de desarrollo y los principios 

establecidos en dicha norma. Este principio de autonomía responsable se desarrolla en los 

artículos 17 y 18 de la LOES, los cuales garantizan libertades académicas, 

administrativas, financieras y orgánicas en cuanto al gobierno y gestión de las 

universidades y escuelas politécnicas. 

 

Por su parte, el artículo 1 de la LOES establece que esta norma regula el “sistema de 

educación superior en el país, a los organismos e instituciones que lo integran; determina 

derechos, deberes y obligaciones de las personas naturales y jurídicas, y establece las 

respectivas sanciones por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la 

Constitución y la presente Ley”. 
 

En cuanto al gobierno de los institutos superiores técnicos y tecnológicos, el artículo 65 

de la LOES, en sus incisos segundo y tercero, dispone: 
 

“Las autoridades del gobierno de los institutos superiores técnicos, tecnológicos, 

pedagógicos, de artes y conservatorios superiores públicos, serán designadas por el 

órgano rector de la política pública de educación superior, previo concurso de méritos y 

oposición, con criterios de equidad y paridad de género, alternancia e igualdad de 

oportunidades.  

 

En el caso de los institutos superiores técnicos, tecnológicos, pedagógicos, de artes y 

conservatorios, creados por una universidad o escuela politécnica, al ser unidades 

académicas de dichas instituciones de educación superior, sus autoridades de gobierno 

serán designadas por el máximo órgano académico superior o por el rector de la 

universidad o escuela politécnica a la que pertenecieren, conforme lo establezca el 

respectivo estatuto”. 

 

Asimismo, el artículo 115.8 de la LOES regula la designación del rector de las 

instituciones de la formación técnica y tecnológica, en los siguientes términos: 
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“Cuando el instituto sea de promoción pública y no sea de una universidad o escuela 

politécnica, será designado por órgano rector de la política pública de educación 

superior, previo concurso de méritos y oposición, con criterios de equidad y paridad de 

género, alternancia e igualdad de oportunidades.  

 

Cuando el instituto sea de promoción particular se designará conforme lo establecido en 

esta ley y sus respectivos estatutos.  

 

Cuando el instituto sea iniciativa de una universidad o escuela politécnica, la 

designación le corresponde al Órgano Colegiado Superior de la universidad o escuela 

politécnica a la que perteneciere, conforme lo establezca el respectivo estatuto”. 

 

El artículo 169 de la LOES, en sus literales g) y r), establece entre las atribuciones del 

CES, “g) Expedir la normativa reglamentaria necesaria para el ejercicio de sus 

competencias y lograr el cumplimiento de los objetivos establecidos en el Plan de 

Desarrollo de la Educación Superior; (...) r) Las demás atribuciones establecidas en esta 

ley y las que requiera para el ejercicio de sus funciones en el marco de la Constitución y 

la Ley”. 

 

Por su parte, el artículo 10 del RIESFTT regula la designación del rector transitorio en el 

periodo de transición de los institutos superiores públicos. Dicho artículo establece: 

  

“Notificada la resolución de creación del instituto superior por parte del CES, los 

promotores designarán un rector transitorio que podrá ser uno de ellos siempre y 

cuando cumpla con los requisitos establecidos en la LOES y en este Reglamento para 

acceder a dicho cargo. 

 

En el caso de los institutos superiores públicos, el órgano rector de la política pública 

de educación superior, el OCS de la universidad o escuela politécnica pública promotora 

o el organismo de derecho público conforme a la Ley, se encargará de designar al 

rector transitorio que deberá cumplir con los requisitos establecidos en la LOES para el 

ejercicio de la función de rector. 

 

Durante el periodo de transición y hasta que se constituya el OCS de la institución, en 

los institutos superiores particulares actuará en su lugar un Consejo Transitorio 

presidido por el rector transitorio y constituido además por dos (2) delegados de los 

promotores quienes deberán tener al menos el título de cuarto nivel registrado y 

reconocido por el órgano rector de la política pública de educación superior. 

 

Cuando se trate de institutos superiores públicos adscritos al órgano rector de la política 

pública de educación superior o a otros organismos de derecho público conforme a la 

Ley, el Consejo Transitorio será presidido por el rector transitorio y dos (2) designados 

(sic) por el órgano rector de la política pública de educación superior o el organismo de 

derecho público conforme a la Ley. 
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En caso de institutos públicos adscritos o creados por una universidad o escuela 

politécnica pública, el rector transitorio será nombrado por el OCS de la universidad o 

escuela politécnica pública promotora y tendrá dos (2) delegados designados por el 

mismo OCS, quienes deberán tener título de cuarto nivel registrado y reconocido por el 

órgano rector de la política pública de educación superior. 

 

El Consejo Transitorio funcionará hasta que se constituya el OCS por un plazo no 

mayor a veinticuatro (24) meses contados desde la notificación de la resolución de 

creación del instituto superior”. (El resaltado me corresponde). 

 

Además, el artículo 12 del RIESFTT, ubicado en el “Capítulo IV: Funcionamiento 

Administrativo, Financiero y Académico de los Institutos Superiores”, en la “Sección I: 

Funcionamiento Administrativo”, prevé que para el funcionamiento orgánico, “los 

institutos superiores contarán con un estatuto institucional que deberá ser aprobado por 

el OCS de la institución y entrará en vigencia a partir de su aprobación, sin perjuicio 

de remitirlo al CES para su verificación”. 

 

Finalmente, el artículo 17 del RIESFTT dispone que“El patrimonio y presupuesto de los 

institutos superiores públicos y particulares estará constituido de conformidad con lo 

establecido en la LOES y su Reglamento General”. 

 

De lo analizado se puede concluir que: i) los Institutos Superiores Públicos son 

instituciones desconcentradas, adscritas al órgano rector de la política pública en materia 

de educación superior, ciencia, tecnología e innovación; u otros organismos de derecho 

público conforme a la Ley; ii) estas instituciones carecen de autonomía plena, pero 

podrán alcanzarla previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el RGLOES y 

la normativa emitida por el CES; iii) en el caso de los Institutos Superiores Públicos 

adscritos a otros organismos de derecho público distintos a la SENESCYT, la 

designación del rector transitorio corresponde a dicho organismo promotor, conforme a 

los requisitos establecidos en la LOES; iv) el Consejo Transitorio será presidido por el 

rector transitorio e integrado por dos delegados designados por el organismo de derecho 

público promotor; y, v) dicho Consejo funcionará hasta la conformación del Órgano 

Colegiado Superior por un plazo no mayor a veinticuatro  meses contados desde la 

notificación de la resolución de creación del instituto superior. 

 

3. Pronunciamiento.- 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con 

lo previsto en la Disposición General Segunda de la Ley de Creación de la Universidad 

Pública de Santo Domingo de los Tsáchilas, los institutos técnicos y tecnológicos 

públicos pueden estar adscritos a sus propias entidades públicas promotoras, sin que estén 

necesariamente adscritos al SENECYT. 
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Respecto de la segunda consulta, se concluye que el organismo de derecho público 

promotor, conforme a la Ley, se encargará de designar al rector transitorio, quien deberá 

cumplir con los requisitos establecidos en la LOES para dicho cargo. El Consejo 

Transitorio será presidido por el rector transitorio e integrado por dos (2) delegados 

designados por el organismo de derecho público promotor, conforme a lo dispuesto en el 

ordenamiento jurídico vigente. En lo relativo a la rectoría administrativa, académica, 

orgánica y financiera, los institutos contarán con un estatuto institucional que deberá ser 

aprobado por el Consejo Transitorio de la institución y entrará en vigencia desde su 

aprobación, sin perjuicio de ser remitido al CES para su verificación. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 
Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 

 

C.C.  Pablo Beltrán Ayala  

Presidente del Consejo de Educación Superior  

 

César Augusto Vásquez 

Secretario de Educación Superior Ciencia, Tecnología e Innovación  

 

Andrea Bettina Mena Sánchez. 

Directora General del Servicio Nacional de Derechos Intelectuales  

 

Patricio Maldonado. 

Presidente de la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas  

 
 

 

 

Firmado electrónicamente por:

JUAN CARLOS 
LARREA VALENCIA
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